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ORGANIZATION  OF AMERICAN  STATES

WASHINGTON,D.C. 2 0 0 0 6  U.S.A.

19 de septiembre de 2002

Señor Presidente:

Tengo el honor de dirigirme a Vuestra Excelencia en respuesta a su nota del 12 de septiembre del año en curso.  El punto I.5 de la misiva solicita que a más tardar el 19 de septiembre se remita a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la Organización el texto de un documento informativo.  Este documento tendría por finalidad que la CIDH participe en la consideración del tema “libertad de pensamiento y expresión”, todo ello de acuerdo con el párrafo resolutivo número 9 de la AG/RES. 1984 (XXXII-O/02), donde la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos resolvió “encomendar al Consejo Permanente a que en el marco de la instancia que corresponda, dedique una sesión ordinaria durante el año 2002 a la consideración del tema referente a la ‘libertad de pensamiento y expresión’ a la cual se invite a la CIDH a objeto de intercambiar puntos de vista”.

En este sentido, me permito adjuntar a la presente el documento que la CIDH solicitó a la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión a los efectos pedidos, con la aspiración de que sea un aporte útil para las tareas que le han sido encomendadas a la Comisión que usted dignamente preside.


Aprovecho la oportunidad para expresar a Vuestra Excelencia el testimonio de mi más alta y distinguida consideración.

Ariel Dulitzky

         
A cargo de la Secretaría Ejecutiva

Excelentísimo Señor

Embajador Arturo Duarte Ortiz 

Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos

Organización de los Estados Americanos

Washington, D.C.
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OFICINA DEL RELATOR ESPECIAL PARA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN

1889 F Street, N.W.,  Washington, D.C.  20006 – Tel: (202) 458-3796 – Fax: (202) 458-6215

INFORME DEL RELATOR ESPECIAL PARA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN, EDUARDO A. BERTONI, SOLICITADO POR LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS EN CUMPLIMIENTO DE LA 

RESOLUCIÓN AG/RES. 1894 (XXXII-O/02) .

1.- Introducción.
El presente informe resumirá, en primer lugar, el marco normativo de protección al ejercicio del derecho a la libertad de pensamiento y expresión en el sistema interamericano de protección de los derechos humanos. Seguidamente, se expondrán alguno de los temas que a juicio de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión (la Relatoría) de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos resultan prioritarios para ser tenidos en cuenta a la hora de analizar las acciones a seguir para garantizar y afianzar este derecho fundamental. Este documento finaliza con breves conclusiones y describe ciertas actividades a realizar por la Relatoría en cumplimiento de su mandato.

2.- El Derecho a la Libertad de Pensamiento y Expresión en el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos.

2.a.- Marco teórico general.

Es importante comenzar con el marco teórico desde el cual se analizarán los temas prioritarios para la promoción y afianzamiento de la libertad de expresión en los Estados miembros de la Organización de Estados Americanos (OEA).

La Convención Americana sobre Derechos Humanos (la Convención o Convención Americana), en su artículo 13, señala que toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, la cual puede ser ejercida por todos los medios y no puede ser objeto de censura, sino de responsabilidades ulteriores.
 

De igual manera, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en su artículo 4 señala que “Toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de opinión y de expresión y difusión del pensamiento por cualquier medio.” 

Estas normas que se refieren a la libertad de expresión de manera específica deben ser entendidas en conjunto con otras normas de carácter general que se consagran en la Convención Americana, como son los artículos 1 y 2 de la misma. 

El artículo 1(1) de la Convención señala que los Estados se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ésta y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción. Sobre el particular, el Estado tiene dos obligaciones: una, de respetar, y otra de garantizar los derechos y libertades consagrados en la Convención. 

Sobre la obligación de respetar los derechos y libertades reconocidos en la Convención, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (la Corte) ha señalado que:

En toda circunstancia en la cual un órgano o funcionario del Estado o de una institución de carácter público lesione indebidamente uno de tales derechos (consagrados en la Convención), se está ante un deber de inobservancia del deber de respeto…(E)l Estado responde por los actos de sus agentes realizados al amparo de su carácter oficial y por las omisiones de los mismos aún si actúan fuera de los límites de su competencia o en violación del derecho interno.

En lo que se refiere a la segunda obligación, la de “garantizar” el pleno y libre ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención, la Corte ha dicho que esta obligación implica:

El deber de los Estados de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el pleno y libre ejercicio de los derechos humanos. Como consecuencia de esta obligación los estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos en la Convención y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de los derechos humanos.
 

El artículo 2 de la Convención Americana se refiere a que los Estados tienen la obligación de adoptar las “disposiciones legislativas o de otro carácter” necesarias, si no existieran ya, para hacer efectivos los derechos y libertades reconocidos en la Convención Americana.
  

Asimismo, la Corte ha señalado que "la obligación de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos no se agota con la existencia de un orden normativo dirigido a hacer posible el cumplimiento de esta obligación, sino que comporta la necesidad de una conducta gubernamental que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz garantía del libre y pleno ejercicio de los derechos humanos.”
 

Teniendo en cuenta este contexto normativo, se puede mencionar en apretada síntesis algunos de los estándares sobre libertad de pensamiento y expresión ya consagrados en la jurisprudencia del sistema interamericano:

i.- La libertad de expresión y su relación con la democracia.

Es importante destacar como, tanto la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (la Comisión o CIDH) como la Corte, han repetido esta afirmación en cada uno de los casos en que han tenido que tratar violaciones al art. 13 de la Convención. En palabras de la Corte: “La libertad de expresión es una piedra angular en la existencia misma de una sociedad democrática. Es indispensable para la formación de la opinión pública...Es, en fin, condición para que la comunidad, a la hora de ejercer sus opciones, esté suficientemente informada. Por ende, es posible afirmar que una sociedad que no esté bien informada, no es plenamente libre.”

Con toda certeza podría afirmarse que el estándar básico para la interpretación del contenido del derecho a la libertad de expresión lo constituye su ligazón a la democracia, y por ello resulta un derecho humano que si se pierde, pone en peligro la vigencia de todos los demás. Consecuentemente, la protección del derecho a expresar las ideas libremente es fundamental para la plena vigencia del resto. Sin libertad de expresión e información no hay una democracia plena, y sin democracia, la triste historia hemisférica ha demostrado que desde el derecho a la vida hasta la propiedad son puestos seriamente en peligro.

ii.- Las dos dimensiones de la libertad de expresión

Este estándar propone que el contenido de la libertad de expresión no se da sólo en el aspecto individual, sino también en una dimensión colectiva. Ello surge claramente de la decisión de la Corte en la Opinión Consultiva 5 (OC-5):

El artículo 13 señala que la libertad de pensamiento y expresión " comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole..." Esos términos establecen literalmente que quienes están bajo la protección de la Convención tienen no sólo el derecho y la libertad de expresar su propio pensamiento, sino también el derecho y la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole. Por tanto, cuando se restringe ilegalmente la libertad de expresión de un individuo, no sólo es el derecho de ese individuo el que está siendo violado, sino también el derecho de todos a " recibir " informaciones e ideas, de donde resulta que el derecho protegido por el artículo 13 tiene un alcance y un carácter especiales. Se ponen así de manifiesto las dos dimensiones de la libertad de expresión. En efecto, ésta requiere, por un lado, que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido de manifestar su propio pensamiento y representa, por tanto, un derecho de cada individuo; pero implica también, por otro lado, un derecho colectivo a recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno
.

iii.- La libertad de expresión consagrada en la Convención es más amplia en comparación con otros instrumentos.

Este estándar es importante, ya que permite que cualquier interpretación realizada por otros Órganos internacionales de protección de los derechos humanos sea el piso y nunca el techo para la comprensión de esta libertad en el sistema interamericano. Así lo explica la Corte:

La comparación hecha entre el artículo 13 y las disposiciones relevantes de la Convención Europea ( artículo 10 ) y del Pacto ( artículo 19 ) demuestra claramente que las garantías de la libertad de expresión contenidas en la Convención Americana fueron diseñadas para ser las más generosas y para reducir al mínimum las restricciones a la libre circulación de las ideas.

iv.- Las responsabilidades ulteriores deben ser necesarias en una sociedad democrática.

En la jurisprudencia del sistema es muy clara la prohibición de censura previa. Por su lado, como se ha visto, el artículo 13 de la Convención expresa que el ejercicio de la libertad de expresión sólo puede estar sujeto a responsabilidad ulteriores, las que deben ser necesarias en una sociedad democrática. En verdad, el concepto de “necesidad” surge del propio texto de la Convención. Lo que han hecho los órganos del sistema interamericano es interpretar este concepto:

45. La forma como está redactado el artículo 13 de la Convención Americana difiere muy significativamente del artículo 10 de la Convención Europea, que está formulado en términos muy generales. En este último, sin una mención específica a lo " necesario en una sociedad democrática ", habría sido muy difícil delimitar la larga lista de restricciones autorizadas. En realidad, el artículo 13 de la Convención Americana al que sirvió de modelo en parte el artículo 19 del Pacto, contiene una lista más reducida de restricciones que la Convención Europea y que el mismo Pacto, sólo sea porque éste no prohíbe expresamente la censura previa. 

46. Es importante destacar que la Corte Europea de Derechos Humanos al interpretar el artículo 10 de la Convención Europea, concluyó que " necesarias ", sin ser sinónimo de " indispensables ", implica la " existencia de una " necesidad social imperiosa " y que para que una restricción sea " necesaria " no es suficiente demostrar que sea " útil ", " razonable " u " oportuna ". ( Eur. Court H. R., The Sunday Times case, judgment of 26 April 1979, Series A no. 30, párr. no. 59, págs. 35-36 ). Esta conclusión, que es igualmente aplicable a la Convención Americana, sugiere que la " necesidad " y, por ende, la legalidad de las restricciones a la libertad de expresión fundadas sobre el artículo 13.2, dependerá de que estén orientadas a satisfacer un interés público imperativo. Entre varias opciones para alcanzar ese objetivo debe escogerse aquélla que restrinja en menor escala el derecho protegido. Dado este estándar, no es suficiente que se demuestre, por ejemplo, que la ley cumple un propósito útil u oportuno; para que sean compatibles con la Convención las restricciones deben justificarse según objetivos colectivos que, por su importancia, preponderen claramente sobre la necesidad social del pleno goce del derecho que el artículo 13 garantiza y no limiten más de lo estrictamente necesario el derecho proclamado en el artículo 13. Es decir, la restricción debe ser proporcionada al interés que la justifica y ajustarse estrechamente al logro de ese legítimo objetivo. ( The Sunday Times case, supra, párr. no. 62, pág. 38; ver también Eur. Court H. R., Barthold judgment of 25 March 1985, Series A no. 90, párr. no. 59, pág. 26 ).

v.- La violación de la libertad de expresión puede ser consecuencia de cualquiera de los poderes de un Estado.

Muchas veces se ha entendido que los actos que restringen la libertad de expresión, por ejemplo, los actos de censura previa, emanan solo de los poderes ejecutivos o legislativos. Sin embargo, dentro del sistema Interamericano puede entenderse que también resoluciones emanadas por el Poder Judicial pueden ser actos que vulneren el art. 13 de la Convención. En un caso reciente sobre censura previa dispuesta judicialmente, la Corte dijo:

Esta Corte entiende que la responsabilidad internacional del Estado puede generarse por actos u omisiones de cualquier poder u órgano de éste, independientemente de su jerarquía, que violen la Convención Americana.

vi.- La libertad de expresión puede ser violada por medios indirectos cuya determinación surge del contexto.

La propia Convención dispone que no puede limitarse la libertad de expresión por medios indirectos. Sin embargo, muchas veces determinar cual es un medio indirecto idóneo para limitar la libertad de expresión puede ser complicado. La Corte ha consagrado el principio por el cual para la evaluación de los medios indirectos, el contexto del caso debe ser analizado y resulta relevante.

Al evaluar una supuesta restricción o limitación a la libertad de expresión, el Tribunal no debe sujetarse únicamente al estudio del acto en cuestión, sino que debe igualmente examinar dicho acto a la luz de los hechos del caso en su totalidad, incluyendo las circunstancias y el contexto en los que éstos se presentaron.

vii.- Incompatibilidad de la amenaza penal como responsabilidad ulterior.

La amenaza de sufrir sanciones penales por expresiones, sobre todo en los casos en los que ellas consisten en opiniones críticas de funcionarios o personas públicas, genera un efecto paralizante en quien quiere expresarse, que puede traducirse en situaciones de autocensura incompatibles con un sistema democrático. 

A esta conclusión se arriba desde el análisis que efectuó la CIDH acerca de la compatibilidad de las leyes de desacato con la Convención Americana sobre Derechos Humanos en un informe realizado en 1995
. La CIDH concluyó que tales leyes no eran compatibles con la Convención porque se prestaban al abuso como un medio para silenciar ideas y opiniones impopulares, reprimiendo de ese modo el debate que es crítico para el efectivo funcionamiento de las instituciones democráticas. En consecuencia, los ciudadanos tienen el derecho de criticar y examinar las acciones y actitudes de los funcionarios públicos en lo que se relacionan con la función pública.  Además, las leyes de desacato disuaden las críticas por el temor de las personas a las acciones judiciales o sanciones monetarias.  Por estas y otras razones, la CIDH concluyó que las leyes de desacato son incompatibles con la Convención, e instó a los Estados a que las derogaran.

El informe de la CIDH también presenta ciertas derivaciones en materia de reforma de las leyes sobre difamación, injurias y calumnias.  El reconocimiento del hecho de que los funcionarios públicos están sujetos a un menor y no un mayor grado de protección frente a las críticas y al escrutinio público, significa que la distinción entre las personas públicas y privadas debe efectuarse también en las leyes ordinarias sobre difamación, injurias y calumnias.  La posibilidad del abuso de tales leyes por parte de los funcionarios públicos para silenciar las opiniones críticas es tan grande en el caso de estas leyes como en el de las leyes de desacato.
  

2.b.- Los últimos desarrollos normativos.

Destacamos en este apartado dos instrumentos de reciente creación cuyo respeto resulta fundamental para garantizar adecuadamente el ejercicio de la libertad de pensamiento y expresión; nos referimos a la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión y a la Carta Democrática Interamericana.

La idea de desarrollar una Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión nació en reconocimiento a la necesidad de otorgar un marco jurídico que regule la efectiva protección de la libertad de expresión en el hemisferio, incorporando las principales doctrinas reconocidas en diversos instrumentos internacionales. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos aprobó la Declaración durante su 108° período ordinario de sesiones en octubre del año 2000.  Dicha declaración, constituye un documento fundamental para la interpretación del Artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Su aprobación no sólo es un reconocimiento a la importancia de la protección de la libertad de expresión en las Américas sino que además incorpora al sistema interamericano los estándares internacionales para una defensa más efectiva del ejercicio de este derecho.

A continuación se transcriben los citados principios:

1) La libertad de expresión, en todas sus formas y manifestaciones, es un derecho  fundamental e inalienable, inherente a todas las personas. Es, además, un requisito indispensable para la existencia misma de una sociedad democrática. 

2) Toda persona tiene el derecho a buscar, recibir y difundir información y opiniones libremente en los términos que estipula el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Todas las personas deben contar con igualdad de oportunidades para recibir, buscar e impartir información por cualquier medio de comunicación sin discriminación, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, sexo, idioma, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

3) Toda persona tiene el derecho a acceder a la información sobre sí misma o sus bienes en forma expedita y no onerosa, ya esté contenida en bases de datos, registros públicos o privados y, en el caso de que fuere necesario, actualizarla, rectificarla y/o enmendarla.  

4) El acceso a la información en poder del Estado es un derecho fundamental de los individuos. Los Estados están obligados a garantizar el ejercicio de este derecho. Este principio sólo admite limitaciones excepcionales que deben estar establecidas previamente por la ley para el caso que exista un peligro real e inminente que amenace la seguridad nacional en sociedades democráticas.   

5) La censura previa, interferencia o presión directa o indirecta sobre cualquier expresión, opinión o información difundida a través de cualquier medio de comunicación oral, escrito, artístico, visual o electrónico, debe estar prohibida por la ley. Las restricciones en la circulación libre de ideas y opiniones, como así también la imposición arbitraria de información y la creación de obstáculos al libre flujo informativo, violan el derecho a la libertad de expresión. 

6) Toda persona tiene derecho a comunicar sus opiniones por cualquier medio y forma. La colegiación obligatoria o la exigencia de títulos para el ejercicio de la actividad periodística, constituyen una restricción ilegítima a la libertad de expresión. La actividad periodística debe regirse por conductas éticas, las cuales en ningún caso pueden ser impuestas por los Estados.

7) Condicionamientos previos, tales como veracidad, oportunidad o imparcialidad por parte de los Estados son incompatibles con el derecho a la libertad de expresión reconocido en los instrumentos internacionales. 

8) Todo comunicador social tiene derecho a la reserva de sus fuentes de información, apuntes y archivos personales y profesionales.

9) El asesinato, secuestro, intimidación, amenaza a los comunicadores sociales, así como la destrucción material de los medios de comunicación, viola los derechos fundamentales de las personas y coarta severamente la libertad de expresión. Es deber de los Estados prevenir e investigar estos hechos, sancionar a sus autores y asegurar a las víctimas una reparación adecuada.

10) Las leyes de privacidad no deben inhibir ni restringir la investigación y difusión de información de interés público. La protección a la reputación debe estar garantizada sólo a través de sanciones civiles, en los casos en que la persona ofendida sea un funcionario público o persona pública o particular que se haya involucrado voluntariamente en asuntos de interés público.  Además, en estos casos, debe probarse que en la difusión de las noticias el comunicador tuvo intención de infligir daño o pleno conocimiento de que se estaba difundiendo noticias falsas o se condujo con manifiesta negligencia en la búsqueda de la verdad o falsedad de las mismas. 

11) Los funcionarios públicos están sujetos a un mayor escrutinio por parte de la sociedad. Las leyes que penalizan la expresión ofensiva dirigida a funcionarios públicos generalmente conocidas como “leyes de desacato” atentan contra la libertad de expresión y el derecho a la información.

12) Los monopolios u oligopolios en la propiedad y control de los medios de comunicación deben estar sujetos a leyes antimonopólicas por cuanto conspiran contra la democracia al restringir la pluralidad y diversidad que asegura el pleno ejercicio del derecho a la información de los ciudadanos. En ningún caso esas leyes deben ser exclusivas para los medios de comunicación. Las asignaciones de radio y televisión deben considerar criterios democráticos que garanticen una igualdad de oportunidades para todos los individuos en el acceso a los mismos.

13) La utilización del poder del Estado y los recursos de la hacienda pública; la concesión de prebendas arancelarias; la asignación arbitraria y discriminatoria de publicidad oficial y créditos oficiales; el otorgamiento de frecuencias de radio y televisión, entre otros, con el objetivo de presionar y castigar o premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a los medios de comunicación en función de  sus líneas informativas, atenta contra la libertad de expresión y deben estar expresamente prohibidos por la ley. Los medios de comunicación social tienen derecho a realizar su labor en forma independiente. Presiones directas o indirectas dirigidas a silenciar la labor informativa de los comunicadores sociales son incompatibles con la libertad de expresión.

Para concluir, deben tenerse presente los principios emanados de la Carta Democrática Interamericana, aprobada por la Asamblea General de la OEA el 11 de septiembre de 2001. 

La Carta representa el fuerte compromiso asumido por los Estados para promover y defender la democracia, dado que resulta esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de las Américas.
 Por otro lado, la vinculación de la democracia con el ejercicio de la libertad de expresión ya ha sido puntualizada más arriba. En este sentido, el artículo 4 de la Carta ubica a la libertad de expresión y de prensa como uno de los componentes fundamentales del ejercicio de la democracia.

3.- Algunos temas prioritarios

El marco teórico antes reseñado permite analizar las diferentes situaciones que se presentan en los Estados miembros, a fin de detectar los temas cruciales que deben ser atendidos a efectos de promover, afianzar y asegurar el derecho a la libertad de pensamiento y expresión.

En el Informe anual correspondiente al año 2001
, la Relatoría formuló una evaluación que resulta útil a la hora de señalar alguno de esos  temas; pueden mencionarse, entre otros, la preocupación por las agresiones y asesinatos de personas como consecuencia del ejercicio de la libertad de expresión, la importancia de las leyes de acceso a la información y la necesidad de impulsar la derogación de las leyes de desacato. Sin perjuicio de que seguidamente se desarrollan brevemente las razones por las que se apuntaron estos temas, es importante remarcar que ellos están de acuerdo con lo enunciado en el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas celebrada en abril de 2001, en la ciudad de Québec, Canadá, donde los Jefes de Estado y de Gobierno expresaron que los Gobiernos:

Asegurarán que sus legislaciones nacionales relativas a la libertad de expresión se apliquen de igual manera para todos, respetando la libertad de expresión y el acceso a la información de todos los ciudadanos, y que los Estados aseguren que los periodistas y los líderes de opinión tengan la libertad de investigar y publicar sin miedo a represalias, acoso o acciones vengativas, incluyendo el mal uso de leyes contra la difamación.
El asesinato a periodistas continúa representando el problema más grave en materia de libertad de expresión e información en las Américas. El asesinato a periodistas refleja no sólo la violación del derecho fundamental a la vida, sino que además expone al resto de los comunicadores sociales a una situación de extrema vulnerabilidad y riesgo. Lamentablemente, en muchos casos estos crímenes se mantienen en la impunidad. La Comisión ha establecido que la falta de investigación seria, imparcial y efectiva y la sanción de los autores materiales e intelectuales de estos crímenes constituye no sólo una violación a las garantías del debido proceso legal sino también una violación al derecho a informar y expresarse pública y libremente, generando por lo tanto responsabilidad internacional del Estado.
 Empero, además de los asesinatos, el principio 9 de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión citado antes, determina que las amenazas y agresiones físicas y psíquicas, el hostigamiento e intimidación a periodistas y medios de comunicación coartan severamente el ejercicio de la libertad de expresión.

En consecuencia, deben fomentarse las investigaciones de todos estos hechos e implementarse políticas que prevengan que aquellos sucedan.  

Otro de los temas prioritarios se relaciona con el derecho de acceso a la información pública. Desde una perspectiva teórica, puede afirmarse que el interés preferentemente tutelado en el artículo 13 de la Convención es la formación de la opinión pública a través del intercambio libre de información y una crítica robusta de la administración pública.
 La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que el acceso a la información en poder del Estado se constituye como un derecho fundamental de los individuos y que los Estados están obligados a garantizarlo. 
 Por su parte el Principio 4 de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión de la CIDH lo señala como un derecho fundamental de los individuos. 

El derecho de acceso a la información es prioritario no sólo desde el punto de vista teórico señalado; lo es también desde una perspectiva eminentemente pragmática: el efectivo ejercicio de este derecho contribuye a combatir la corrupción, que es uno de los factores que puede afectar seriamente la estabilidad de las democracias en los países del hemisferio. La falta de transparencia en los actos del Estado ha distorsionado los sistemas económicos y contribuido a la desintegración social. La corrupción ha sido identificada por la Organización de Estados Americanos como un problema que requiere una atención especial en la Américas.  Durante la Tercera Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno reconocieron la necesidad de reforzar la lucha contra la corrupción puesto que ésta "menoscaba valores democráticos básicos representando una amenaza a la estabilidad política y al crecimiento económico". Asimismo, en el Plan de Acción de la Tercera Cumbre se promueve la necesidad de apoyar iniciativas que permitan una mayor transparencia para asegurar la protección del interés público e impulsar a los gobiernos a que utilicen sus recursos efectivamente en función del beneficio colectivo.
  La corrupción sólo puede ser adecuadamente combatida a través de una combinación de esfuerzos dirigidos a elevar el nivel de transparencia de los actos del gobierno.
 La transparencia de los actos del gobierno puede ser incrementada a través de la creación de un régimen legal que permita que la sociedad tenga acceso a información. 

Por las razones apuntadas, este derecho es un requisito indispensable para el funcionamiento mismo de la democracia.  En un sistema democrático representativo y participativo, la ciudadanía ejerce sus derechos constitucionales de participación política, votación, educación y asociación entre otros, a través de una amplia libertad de expresión y de un libre acceso a información.  Además la publicidad de la información permite que el ciudadano pueda controlar la gestión pública, no sólo por medio de una constatación de los mismos con la ley, que los gobernantes han jurado cumplir, sino también ejerciendo el derecho de petición y de obtener una transparente rendición de cuentas.

En consecuencia, dada la importancia que se le otorga al derecho de información como principio de participación y fiscalización de la sociedad, es necesario continuar impulsando a que los Estados miembros incorporen dentro de su normativa jurídica leyes de acceso a información y mecanismos efectivos para su ejercicio eficiente, habilitando a la sociedad en su conjunto a efectuar opiniones reflexivas o razonables sobre las políticas y acciones tanto estatales como privadas que los afectan. 

El último tema prioritario adelantado al comienzo de este capítulo lo constituye el impulso a la derogación de las leyes conocidas como “desacato” que, contrariamente a lo establecido por la jurisprudencia del sistema interamericano, en muchos países siguen vigentes. Resulta preocupante que en algunos casos estas leyes puedan ser el instrumento para silenciar a la prensa o a quienes ejercen su derecho a expresarse críticamente.

Como se explicó en el capítulo referido al marco teórico, las leyes de desacato violan el derecho humano a la libertad de expresión, expresado en numerosos instrumentos internacionales, entre ellos la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. Al silenciar ideas y opiniones, se restringe el debate público, fundamental para el efectivo funcionamiento de una democracia.  Sin embargo, y a pesar de la condena casi universal a estas leyes, se siguen utilizando leyes sobre delito de difamación, injuria y calumnia, que con frecuencia se utilizan, en la misma forma que las leyes sobre desacato, para silenciar a quienes critican a las autoridades. 

En consecuencia, dado el papel fundamental que el derecho a la libertad de expresión tiene en una sociedad democrática, es importante impulsar reformas legislativas y a prácticas a fin de adecuarlas a los estándares del sistema de protección de los derechos humanos expuestos más arriba y repetidamente señalados por la CIDH y por la Relatoría en sus informes. Durante el corriente año han continuado algunas iniciativas al respecto, siendo importante que ellas se multipliquen en un futuro próximo. 

4.- Conclusiones y acciones futuras.

En los Estados contemporáneos, el respeto y garantía de la libertad de pensamiento y expresión es de vital importancia, ya que esta es pilar fundamental y principio esencial de cualquier Estado democrático. Democracia y libertad de expresión son conceptos que se implican recíprocamente y que dependen uno del otro. No hay democracia sin libertad de expresión, ni libertad de expresión sin democracia.

De acuerdo con estos postulados, en octubre de 1997 y en ejercicio de las facultades que le otorga la Convención Americana sobre Derechos Humanos y su Reglamento, la Comisión estableció una Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. La creación de esta Relatoría obedeció a la necesidad de la Comisión de continuar trabajando con los Estados miembros de la OEA y la sociedad civil en el monitoreo permanente del respeto a este derecho.  La Relatoría Especial para la Libertad de Expresión se constituyó entonces como una oficina de carácter permanente, con independencia funcional y presupuesto propio.

La iniciativa de la Comisión de crear la  Relatoría para la Libertad de Expresión de carácter permanente encontró pleno respaldo en los Estados miembros de la OEA durante la Segunda Cumbre de las Américas. En esta Cumbre, los Jefes de Estado y Gobierno de las Américas reconocieron el papel fundamental que la libertad de expresión e información juega en materia de derechos humanos y dentro del sistema democrático y expresaron su satisfacción por la creación de esta Relatoría. En la Declaración de Santiago adoptada en abril de 1998, los Jefes de Estado y de Gobierno señalaron expresamente:


“Coincidimos en que una prensa libre desempeña un papel fundamental [en materia de derechos humanos] y reafirmamos la importancia de garantizar la libertad de expresión, de información y de opinión. Celebramos la reciente constitución de un Relator Especial para la Libertad de Expresión, en el marco de la Organización de los Estados Americanos.”

Durante la Tercera Cumbre de las Américas celebrada en Québec, Canadá, en abril de 2001, los Jefes de Estado y de Gobierno ratificaron el mandato de la Relatoría agregando el siguiente punto: 

“Apoyarán la labor del Sistema Interamericano de Derechos Humanos en materia de libertad de expresión a través del Relator Especial sobre Libertad de Expresión de la CIDH, y procederán a la difusión de los trabajos de jurisprudencia comparada, y buscarán, asimismo, asegurar que su legislación nacional sobre libertad de expresión esté conforme a las obligaciones jurídicas internacionales.”
En cumplimiento del mandato
, desde que comenzó sus funciones en noviembre de 1998, la Relatoría ha llevado adelante tareas de promoción y difusión orientadas principalmente a la participación en foros internacionales y al asesoramiento a los Estados en proyectos de ley relacionados con la libertad de expresión. Estas actividades tuvieron como principales objetivos crear conciencia y conocimiento entre los sectores de la sociedad sobre la importancia del sistema interamericano de protección de los derechos humanos, las normas internacionales sobre libertad de expresión, la jurisprudencia comparada de la materia y la importancia de la libertad de expresión en el contexto y desarrollo de una sociedad democrática. Es importante que este tipo de actividades continúe en el futuro, orientadas, entre otros, a los temas señalados en el capítulo anterior.

Sin perjuicio de otras actividades propias de la tarea encomendada a la Relatoría, ella continuará siendo propulsora de reformas legislativas en materia de libertad de expresión. En relación con la temática descripta más arriba, se seguirá con el asesoramiento requerido por parte de los Estados Miembros. En particular, y respondiendo a una recomendación de la CIDH, la Relatoría continuará el  seguimiento anual de la evolución de la derogación de las leyes de desacato en el hemisferio. Asimismo, se apoyará la puesta en marcha de iniciativas que promuevan la modificación de otras leyes que limitan el derecho a la libertad de expresión como así también la inclusión de leyes que amplíen el derecho de los ciudadanos a participar activamente en el proceso democrático a través del acceso a información en poder del Estado.
Finalmente, se seguirán realizando diversas acciones que constituyen el trabajo diario de la oficina que tienen por fin la protección de la libertad de pensamiento y expresión. Estas actividades han sido señaladas en los Informes Anuales de la CIDH, y la Relatoría, en cumplimiento del mandato, las continuará en el futuro. 
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� La Convención textualmente señala en el artículo 13 que:


1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.


2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:


a. el respeto a los derechos o la reputación de los demás, o


b. la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.


3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones.


4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2.


5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional.





� Véase, Corte Interamericana de Derechos Humanos., Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de 29 de julio de 1988, Serie C Nº 4, párr. 170.


�Véase, Corte Interamericana de Derechos Humanos., Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de 29 de julio de 1988, Serie C Nº 4, párr. 166.


� El artículo 2 de la Convención Americana textualmente señala que “Si en el ejercicio  de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarios para hacer efectivos tales derechos  y libertades.”


� Véase, Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de 29 de julio de 1988, Serie C Nº 4, párr. 167 y 168.


� “La colegiación obligatoria de periodistas (artículos 13 y 29 de la Convención Americana sobre derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-5/85, del 13/11/1985, serie A, nº 5. En igual sentido, en el “4º Informe sobre la situación de los derechos Humanos en Guatemala” (1993), la Comisión dijo que “Considera también en este difícil momento de recuperación democrática guatemalteca, que la existencia de una prensa independiente, responsable y profesional es requisito indispensable”.


� La Colegiación Obligatoria de Periodistas (Arts. 13 y 29 Convención Americana Sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-5/85, 13 de noviembre 1985, Corte I.D.H. (Ser. A) No. 5 (1985).


� OC-5/85.





� OC-5/85.





� Caso "La última Tentación de Cristo" (Olmedo Bustos y Otros vs. Chile) , Sentencia de 5 de febrero de 2001.





� Caso Ivcher Bronstein (Baruch Ivcher Bronstein vs. Perú) Sentencia de 6 de Febrero de 2001.





�CIDH, Informe sobre la compatibilidad entre las leyes de desacato y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, OEA/Ser. L/V/II.88, doc. 9 rev., 17 de febrero de 1995, 197-212.


� La CIDH ha manifestado: “[E]n la arena política en particular, el umbral para la intervención del Estado con respecto a la libertad de expresión es necesariamente más alto debido a la función crítica del diálogo político en una sociedad democrática. La Convención requiere que este umbral se incremente más aún cuando el Estado impone el poder coactivo del sistema de la justicia penal para restringir la libertad de expresión. En efecto, si se consideran las consecuencias de las sanciones penales y el efecto inevitablemente inhibidor que tienen para la libertad de expresión, la penalización de cualquier tipo de expresión sólo puede aplicarse en circunstancias excepcionales en las que exista una amenaza evidente y directa de violencia anárquica.  La Comisión considera que la obligación del Estado de proteger los derechos de los demás se cumple estableciendo una protección estatutaria contra los ataques intencionales al honor y a la reputación mediante acciones civiles y promulgando leyes que garanticen el derecho de rectificación o respuesta. En este sentido, el Estado garantiza la protección de la vida privada de todos los individuos sin hacer un uso abusivo de sus poderes coactivos para reprimir la libertad individual de formarse opinión y expresarla.”





� El Artículo 7 de la Carta expresa que: “La democracia es indispensable para el ejercicio efectivo de las libertades fundamentales y los derechos humanos, en su carácter universal, indivisible e interdependiente, consagrados en las respectivas constituciones de los Estados y en los instrumentos interamericanos e internacionales de derechos humanos.”





� Informe Anual de la CIDH, Volumen II, Informe de la Relatoría para la Libertad de Expresión, OEA/SER.L/V/II.114 Doc. 5 rev 1, 16 abril 2002.





� CIDH, Informe Nº 50/99, Caso 11.739 (México), 13 de abril de 1999. Asimismo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos dijo: “El Estado está, por otra parte, obligado a investigar toda situación en la que se hayan violado los derechos humanos protegidos por la Convención. Si el aparato del Estado actúa de modo que la violación quede impune y no se restablezca en cuanto sea posible, a la víctima la plenitud de sus derechos, puede afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y pleno ejercicio a las personas sujetas a su jurisdicción. Lo mismo es válido cuando se tolere que los particulares o grupos de ellos actúen libre o impunemente en menoscabo de los derechos humanos reconocidos en la Convención”. 


� Corte IDH, Opinión Consultiva OC-5/85 Serie A, No. 5, párr. 69: “El concepto de orden público reclama que dentro de una sociedad democrática se garanticen las mayores posibilidades de circulación de noticias, ideas, opiniones, así como el más amplio acceso a la información por parte de la sociedad en su conjunto. La libertad de expresión por lo tanto, se inserta en el orden público primario y radical de la democracia, que no es concebible sin el debate libre y sin que la disidencia tenga pleno derecho a manifestarse. […]Tal como está concebido en la Convención Americana, [es necesario] que se respete escrupulosamente el derecho de cada ser humano de expresarse libremente y el de la sociedad en su conjunto de recibir información.” 





� Corte IDH, OC 5/85, Serie A. No. 5, párr. 70.


� Véase Tercera Cumbre de las Américas, Declaración y Plan de Acción.  Québec, Canadá, 20-22 de abril de 2001.


� Véase Convención Interamericana Contra la Corrupción del Sistema Interamericano de Información Jurídica, OEA.


� OEA, Ley Modelo de Acceso a Información Administrativa para la Prevención de la Corrupción.  Taller Técnico Regional:  Guatemala, Noviembre 2000.


� En términos generales la Comisión señaló que los deberes y mandatos de la Relatoría deberían comprender entre otros:  l. Preparar un informe anual sobre la situación de la libertad de expresión en las Américas y presentarlo a la Comisión para su consideración e inclusión en el Informe Anual de la CIDH a la Asamblea General de la OEA.  2. Preparar informes temáticos. 3. Recopilar la información necesaria para la elaboración de los informes.  4. 0rganizar actividades de promoción encomendadas por la Comisión, incluyendo pero no limitándose a presentar documentos en conferencias y seminarios pertinentes, instruir a funcionarios, profesionales y estudiantes sobre el trabajo de la Comisión en este ámbito, y preparar otros materiales de promoción.  5. Informar inmediatamente a la Comisión de situaciones urgentes que merecen que la Comisión solicite la adopción de medidas cautelares o de medidas provisionales que la Comisión pueda solicitar a la Corte Interamericana para evitar daños graves e irreparables a los derechos humanos. 6. Proporcionar información a la Comisión sobre el procesamiento de casos individuales relacionados con la libertad de expresión. 


También es pertinente remarcar que el Relator Especial realiza solo o acompaña a la Comisión en sus visitas in loco a los países de la región. Durante ellas, la Relatoría recaba información y se interioriza sobre los principales problemas relacionados con el ejercicio de la libertad de expresión. Esta actividad también resulta fundamental para las tareas de la Relatoría.








